	
	



DICTAMEN  DE 28 DE MAYO DE 2019 SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO FORAL 111/2008, DE 23 DE DICIEMBRE, QUE REGULA LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR SOBRE CUENTAS, OPERACIONES Y ACTIVOS FINANCIEROS, ASÍ COMO SOBRE BIENES Y DERECHOS SITUADOS EN EL EXTRANJERO

I.- ANTECEDENTES DE HECHO
El proyecto de Decreto Foral objeto del presente Dictamen ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por el Diputado Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 17 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo, que crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, aprobando su Reglamento orgánico. A la petición de dictamen se acompaña una memoria con los resultados de los trámites de audiencia e información pública, un informe de impacto normativo y un informe de evaluación previa de impacto del género, tal como dispone el Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa.

En concreto, con fines de prevención del fraude fiscal el proyecto establece una obligación de información para personas o entidades, en particular para las denominadas plataformas colaborativas, que intermedien en el arrendamiento o cesión de viviendas para uso turístico.

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS
1.- COMPETENCIA DE LA COMISIÓN CONSULTIVA PARA LA EMISION DEL DICTAMEN
El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las cuales se encuentra emitir dictamen sobre “Proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”.
La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico en el ámbito tributario la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece: “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.
A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.
El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, establece en su artículo 1. Uno:

“Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”.
Por su parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el artículo 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.
En relación con el reparto competencial del cumplimiento de las obligaciones de suministro general de información tributaria entre los diferentes territorios, el artículo 46.Dos del Concierto Económico establece:
“Dos. Las declaraciones que tengan por objeto dar cumplimiento a las distintas obligaciones de suministro general de información tributaria legalmente exigidas deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la Administración del Estado o ante la Diputación Foral competente por razón del territorio, con arreglo a los siguientes criterios:

a) Tratándose de obligados tributarios que desarrollen actividades económicas, ante la Administración a la que corresponda la competencia para la comprobación e investigación de dichas actividades empresariales o profesionales.

b) Tratándose de obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas, según que estén domiciliados fiscalmente en territorio común o foral.

A los efectos de lo dispuesto en las letras anteriores, cuando se trate de herencias yacentes, comunidades de bienes u otras entidades carentes de personalidad jurídica, las referidas declaraciones deberán asimismo presentarse ante la administración en la que estén domiciliados fiscalmente sus miembros o partícipes.”
La habilitación expresa de la potestad reglamentaria de las obligaciones tributarias formales se contempla en la disposición final de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava (en adelante, NFGTA), que regula los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario del Territorio Histórico de Álava, facultando a la Diputación Foral de Álava para dictar cuantas disposiciones fueran necesarias para el desarrollo de la misma.
La habilitación específica para la nueva obligación que pretende introducir el presente proyecto está contenida en el artículo 90 de la NFGTA. El primer párrafo del artículo 90 establece “1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 3 del artículo 35 de esta Norma Foral, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas”. Por su parte, el apartado segundo dispone “2. Las obligaciones a las que se refiere el apartado anterior deberán cumplirse con carácter general en la forma y plazos que reglamentariamente se determinen, o mediante requerimiento individualizado de la Administración tributaria, que podrá realizarse en cualquier momento”.
La habilitación legal recogida en este artículo 90 “obligaciones de información” ampara la posibilidad de establecer la obligación de información que ahora se introduce, porque encaja en el apartado 1 del mencionado artículo y respeta lo previsto en el apartado 2, que prevé que sea una norma de rango reglamentario la que establezca la forma y los plazos en los que las distintas obligaciones de información deben cumplirse.

Por ello se considera que existe habilitación legal suficiente para que, a través del proyecto de Decreto Foral sometido a consulta, que es una norma de rango reglamentario, se establezca y regule la obligación de información por parte de los sujetos que intermedian en la comercialización de viviendas con fines turísticos, pues se trata de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas que, a raíz de sus relaciones económicas o profesionales, tienen conocimiento de datos con trascendencia tributaria, como exige el artículo 90 de la NFGTA. Así lo ha entendido el Consejo de Estado en su dictamen 952/2017 (Hacienda y Función Pública) de 20 de diciembre de 2017, cuando analizó el establecimiento de esta misma obligación de información en la normativa de territorio común, mediante el Real Decreto 1070/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifican el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, y el Real Decreto 1676/2009, de 13 de noviembre, por el que se regula el Consejo para la Defensa del Contribuyente.

De lo anterior hay que concluir que la modificación reglamentaria planteada, de conformidad con lo dispuesto en el Concierto Económico con el País Vasco, en la Norma Foral General Tributaria de Álava y en la normativa sobre obligaciones de suministro general de información tributaria, es de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava, por lo que debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva.

2.- COMPETENCIA ORGÁNICA 
El artículo 4.1 de la NFGT atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con los tributos locales. 

Por su parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 52/92, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava, establece que, “En el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Diputados aprobar mediante Decretos Forales, Reglamentos de ejecución y desarrollo de las Normas Forales”.
3.- PROCEDIMIENTO 
La tramitación del procedimiento se ha ajustado a las normas vigentes relativas a la elaboración de disposiciones generales, en cuanto al órgano competente para formular la propuesta, la emisión de los informes de impacto normativo, de evaluación previa de impacto en función del género y de control económico-normativo, la solicitud de consulta a la Comisión Consultiva y el órgano competente para su aprobación.

En particular, en atención a lo señalado en los artículos 9 y 13 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se han llevado a cabo la consulta previa y el trámite de información pública del avance del proyecto por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente las memorias sobre los resultados de estos trámites, de fechas 7 de marzo y 17 de abril de 2019, en las que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.

En relación con el apartado 5 del artículo 14 del Decreto Foral 29/2017, el Informe Económico del Servicio de Gestión de Ingresos Fiscales de 25 de abril de 2019 indica que la aprobación del proyecto no tendrá impacto económico alguno para el ejercicio presupuestario 2019.

Por otra parte, el informe del Servicio de Normativa Tributaria de 23 de abril de 2019 afirma que la disposición evaluada carece de relevancia desde el punto de vista del género y, tras ser remitido al órgano de verificación, el Servicio de Igualdad, éste concluye en su informe de 24 de abril de 2019 que el proyecto de Decreto Foral no es pertinente al género.
III.- ESTRUCTURA DEL DECRETO FORAL.

El proyecto de Decreto Foral consta de una exposición de motivos, una parte dispositiva con un apartado único y una disposición final que fija la entrada en vigor de esta modificación al día siguiente al de su publicación en el BOTHA, con efectos a partir del 1 de enero de 2018.

La modificación planteada afecta al Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros y propone el establecimiento de una nueva obligación de información para personas o entidades, en particular para las denominadas plataformas colaborativas, que intermedien en el arrendamiento o cesión de viviendas para uso turístico.

IV. ANÁLISIS DE LA PROPUESTA NORMATIVA 

El proyecto establece los obligados a presentar la nueva declaración informativa y el contenido de la misma.
Obligados a presentar la declaración informativa
Están obligados a presentar la declaración informativa las personas y entidades que intermedien entre las y los cedentes y las cesionarias o cesionarios de viviendas para uso turístico, con referencia a las cesiones en las que intermedien.

A los exclusivos efectos de esta declaración informativa, se entiende por viviendas para uso turístico las previstas en el apartado 1 del artículo 53 de la Ley del Parlamento Vasco 13/2016, de 28 de julio, de Turismo y los alojamientos en habitaciones de viviendas particulares para uso turístico previstas en el apartado 1 del artículo 54 de la misma Ley 13/2016.

El concepto de viviendas para uso turístico se define en el artículo 53.1:
“1.- Son viviendas para uso turístico las viviendas, cualquiera que sea su tipología, que se ofrezcan o comercialicen como alojamiento por motivos turísticos o vacacionales, siendo cedidas temporalmente por la persona propietaria, explotadora o gestora y comercializadas directamente por ella misma o indirectamente, a terceros, de forma reiterada o habitual y a cambio de contraprestación económica, en condiciones de inmediata disponibilidad.

En el caso de que se ceda para uso turístico una vivienda arrendada, será la persona arrendataria quien deberá presentar la declaración responsable y deberá estar inscrita en el Registro de Empresas y Actividades Turísticas de Euskadi. Asimismo tendrá la obligación de comunicar a la persona arrendadora la realización de la actividad.

Se incluyen de manera no exhaustiva ni limitativa los siguientes tipos de inmuebles:

– Las viviendas independientes que se encuentran en edificios plurifamiliares o adosados, sometidos al régimen de propiedad horizontal.

– Las viviendas unifamiliares aisladas o pareadas.

– Las construcciones prefabricadas o similares de carácter fijo.

Se incluyen dentro de estas viviendas los apartamentos particulares, los llamados estudios, los pisos, las denominadas villas y los chalets.”
Por su parte, el artículo 54.1 contempla el alojamiento en habitaciones de viviendas particulares para uso turístico:

“1.- A fin de garantizar su debida promoción, la coordinación de su oferta y los derechos de las personas usuarias, el alojamiento en habitaciones de viviendas particulares mediante precio, ofrecido por motivos vacacionales o turísticos, estará sometido a la obligación de presentar, ante la Administración turística de Euskadi, una declaración responsable indicando su dedicación al tráfico turístico, derivándose de su incumplimiento las mismas consecuencias que las indicadas en el artículo 53.6.

Se considera vivienda particular el lugar de residencia efectiva de la persona titular.

Se incluyen dentro de este tipo de alojamiento los denominados «bed and breakfast» y los «bed and brekky», entre otros.”
No obstante, de este concepto de uso de viviendas con fines turísticos quedan excluidos y, por tanto, con respecto a ellos no existe obligación de presentar esta declaración informativa, los siguientes supuestos: 
(i) los arrendamientos de viviendas que se rigen por la Ley de Arrendamientos Urbanos, así como los subarriendos parciales. 

(ii) los alojamientos turísticos que se rigen por su normativa específica (excepto la cesión temporal de uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística y realizada con finalidad lucrativa, con independencia de que se rijan por normativa específica y del cumplimiento o no de dicho régimen). 

(iii) el derecho de aprovechamiento por turnos de bienes inmuebles y 

(iv) los usos y contratos comprendidos entre la letra a) y d) del art. 5 de la Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU), referidas a los siguientes arrendamientos excluidos del ámbito de aplicación de la LAU: 

a) El uso de las viviendas que los porteros, guardas, asalariados, empleados y funcionarios, tengan asignadas por razón del cargo que desempeñen o del servicio que presten. 

b) El uso de las viviendas militares, cualquiera que fuese su calificación y régimen, que se regirán por lo dispuesto en su legislación específica. 

c) Los contratos en que, arrendándose una finca con casa-habitación, sea el aprovechamiento agrícola, pecuario o forestal del predio la finalidad primordial del arrendamiento. Estos contratos se regirán por lo dispuesto en la legislación aplicable sobre arrendamientos rústicos. 

d) El uso de las viviendas universitarias, cuando éstas hayan sido calificadas expresamente como tales por la propia Universidad propietaria o responsable de las mismas, que sean asignadas a los alumnos matriculados en la correspondiente Universidad y al personal docente y de administración y servicios dependiente de aquélla, por razón del vínculo que se establezca entre cada uno de ellos y la Universidad respectiva, a la que corresponderá en cada caso el establecimiento de las normas a que se someterá su uso. 

A estos efectos, tendrán la consideración de intermediarias todas las personas o entidades que presten el servicio de intermediación entre cedente y cesionaria o cesionario del uso a que se refiere el apartado anterior, ya sea a título oneroso o gratuito. Aunque esta nueva obligación va dirigida en particular a las llamadas “plataformas colaborativas” como Booking, Airbnb o Wimdu, también deberán presentarla todos los intermediarios, entendiendo como tales cualquier persona o entidad que acerque a las partes (titular del derecho de cesión y arrendatario final) con el fin de que se celebre el contrato de arrendamiento de vivienda con fines turísticos, es decir inmobiliarias y otros agentes intermediarios.

Una de las cuestiones prácticas que deben resolver estas entidades es la persona que figura de alta en las plataformas ya que pudieran en muchos casos no ser el perceptor de dichas rentas, por lo que en algunas plataformas (como Airbnb) han creado la figura del coanfitrión, de forma que se puedan identificar quién actúa como intermediario y quién como titular de la renta generada.
Contenido de la declaración informativa
Con carácter obligatorio se deberá informar sobre los siguientes aspectos: 
· Identificación del titular o titulares de la vivienda, del titular del derecho en virtud del cual se cede la vivienda (si es distinto del titular de la vivienda) y de las personas o entidades cesionarias. 

· Identificación del inmueble (dirección completa) con especificación de la referencia catastral, en el caso de que la tuvieran asignada. 

· Identificación de las personas o entidades cesionarias, así como el número de días de disfrute de la vivienda con fines turísticos. 

· Importe percibido, en su caso, por el titular cedente del uso de la vivienda o, en su caso, indicación de su carácter gratuito. 

Respecto de la exigencia de la referencia catastral que debe contener la declaración informativa, ya se sostuvo ante el Consejo de Estado en la tramitación del anteriormente citado Real Decreto 1070/2017, que introdujo esta obligación de información en territorio de normativa común, que los intermediarios en la contratación del alojamiento turístico en viviendas no disponen de dicha información y que debería valorarse la posibilidad de no exigir este dato, si se puede llegar a entender que no resulta estrictamente necesario.
A juicio del Consejo de Estado (Dictamen 952/2017, de 20 de diciembre de 2017), “es acertada la exigencia de que se comunique la referencia catastral, pues si alguien pretende ceder el uso de una vivienda sobre la que tiene un derecho que le legitima es lógico que tenga acceso a dicho número y que el intermediario se lo solicite a efectos de prestar su servicio de intermediación. Al mismo tiempo, puede ser un elemento para asegurar que los bienes inmuebles cuyos usos se ponen en circulación en el mercado son ofrecidos realmente por personas o entidades que tienen legítimo título sobre los mismos”.

Delegación para la aprobación del modelo de declaración
La aprobación del modelo de declaración informativa, así como la forma, el plazo y el lugar de presentación, como cualquier otro dato relevante para el cumplimiento de esta obligación de información, se delega a través del proyecto a una futura Orden Foral del Diputado de Hacienda, Finanzas y Presupuestos.
V. CONCLUSIONES 
PRIMERA.- El Proyecto de Decreto Foral propuesto debe ser objeto de dictamen por la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, por ser materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava.

SEGUNDA.- El Proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.
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